
Santiago, diecinueve de noviembre de dos mil veinticinco. 

Vistos:
En autos RIT F- -2022, caratulados “[Flor] con [Olga]”, seguidos ante

el Centro de Medidas Cautelares de Santiago, por sentencia de cinco de marzo de

dos mil veinticinco se rechazó la demanda por actos de violencia intrafamiliar en la

persona de don [Esteban] deducida por sus hijos don [Boris] y doña [Flor], ambos

[Miranda], contra su pareja doña [Olga].

Apelaron  los  denunciantes  y  una  sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  de

Santiago por sentencia de trece de agosto del año en curso la confirmó.

En contra de dicho pronunciamiento las mismas partes dedujeron recursos

de casación en el fondo, solicitando la invalidación del fallo y la dictación de uno

de reemplazo que describen.

Se ordenó traer estos autos en relación.

Considerando:
Primero: Las recurrentes dedujeron sus arbitrios de manera independiente:

1.- Doña [Flor] denunció infracción de los artículos 5 de la Ley N°20.066 y

32  de  la  Ley  N°19.968  fundado  en  que  ella  y  su  hermano  presentaron  una

demanda el 24 de noviembre de 2022 donde imputaban a doña [Olga], pareja de

su padre, diversos actos constitutivos de violencia sicológica y económica; agregó

que paralelamente ante el Undécimo Juzgado Civil de Santiago en causa Rol C-

-2022 se tramita proceso de interdicción por demencia de su progenitor, de

forma que rendiría en este proceso los antecedentes médicos que dan cuenta del

Alzheimer que padece el señor [Esteban].

Refiere que la judicatura antes de citar a la audiencia preparatoria de juicio,

escuchó  a  su  padre  por  intermedio  de  su  curador  y  de  la  consejera  técnica,

además, recibió un informe social practicado por la Municipalidad de la Reina y

desestimó la  demanda,  resolución  confirmada  por  la  Corte  de  Apelaciones de

Santiago y anulada de oficio por esta Corte que, conociendo de los autos Rol

N -2023, por sentencia de 11 de marzo de 2024 ordenó dar curso a la

demanda y substanciar el proceso.

Relata  que  en  cumplimiento  de  esa  sentencia  se  citó  a  audiencia

preparatoria para el 9 de julio de 2024, la que se postergó a la espera del informe

siquiátrico de la víctima, acompañado el 25 de octubre del mismo año. Luego, en

la audiencia realizada el 5 de marzo de 2025 no se permitió la incorporación de

prueba y sin considerar que la pericia daba cuenta del inicio de un proceso de



detrimento  cognitivo  de  don  [Esteban]  por  un  posible  Alzheimer  se  acogió  su

voluntad  de  no  perseverar  en  el  procedimiento  y  nuevamente  se  rechazó  la

demanda.

Reclama que la  curadora  emitió  su  opinión  no siendo profesional  de  la

salud, ni menos experta, dictamen realizado sobre la base de una conversación

que mantuvo con su padre, profesional que no revisó el informe de la psiquiatra, y

luego  de  ser  interpelada  por  eso,  intentó  objetarlo  y  criticarlo;  además,  la

resolución señaló algo absolutamente falso pues expresó que ellos no ratificarían

la denuncia, lo que no es efectivo.

A su vez acusó que no se les permitió ofrecer y rendir prueba, por lo que

tampoco se cumplió con lo ordenado por esta Corte previamente. 

Concluye reprochando que se les impidió acompañar una gran cantidad de

antecedentes que pretendían probar que su padre fue diagnosticado por médicos

especialistas  y  padece  algún  grado  de  demencia  tipo  Alzheimer,  los  que  son

determinantes para ponderar su voluntad. 

Precisa  la  forma  en  que  las  infracciones  denunciadas  influyen  en  lo

resolutivo del fallo y solicita, en definitiva, acoger el  recurso de casación en el

fondo,  invalidar  la  sentencia  recurrida  y  dictar  una  de  reemplazo  que  cite

nuevamente a una audiencia preparatoria con el objeto de que su parte pueda

incorporar su prueba.

2.- Don [Boris] acusó vulneración de los artículos 5 de la Ley N°20.066 y 32

de  la  Ley  N°19.968,  porque  la  sentencia  recurrida  -en  su  concepto-  infringió

gravemente normas reguladoras de la prueba al omitir la valoración integral de los

antecedentes  médicos  y  periciales,  fundándose  solo  en  la  manifestación  de

voluntad de la víctima, cuya capacidad se encuentra objetivamente deteriorada. 

Agregó que, asimismo, se trasgredió el artículo 5 de la Ley N°20.066, que

impone al juez el deber de protección del ofendido, especialmente tratándose de

adultos mayores en situación de vulnerabilidad.

Indicó  la  forma  en  que  las  infracciones  denunciadas  influyeron  en  lo

resolutivo del fallo, solicitando en definitiva acoger el arbitrio invalidar la sentencia

recurrida y dictar una de reemplazo que haga lugar a la denuncia de violencia

intrafamiliar, con expresa condena en costas.

Segundo: De los antecedentes consta lo siguiente:

1.- El procedimiento se inició el  24 de noviembre de 2022 por demanda

deducida por don [Boris] y doña [Flor], ambos [Miranda], contra la pareja de su



padre doña [Olga], en la cual acusaron que su progenitor, el adulto mayor don

[Esteban],  es  víctima  de  manipulación,  violencia  económica  y  maltrato  por  su

conviviente  la  demandada,  que  ésta  lo  mantiene  alejado  de  ellos  con  serias

intenciones presuntamente de disminuir su patrimonio y proceder a enajenaciones

de bienes, además de haber procedido a la suspensión del tratamiento médico de

su padre, exponiéndolo a un deterioro y riesgo.

2.-  El  tribunal,  sin  citar  a  audiencia  preparatoria  de  juicio,  rechazó  la

denuncia, al no formar convicción respecto de hechos o actos de maltrato físico o

psicológico en los términos del artículo 5 de la Ley N°20.055, sólo escuchando a la

víctima y a su curador ad litem, resolución confirmada por la Corte de Apelaciones

de  Santiago  e  invalidada  por  esta  Corte,  la  que,  conociendo  del  recurso  Rol

N -2023, por sentencia de 11 de marzo de 2024, anuló de oficio lo obrado

retrotrayendo la causa al estado de realizarse audiencia preparatoria ante un juez

o jueza no inhabilitada.

3.- En cumplimiento de lo ordenado se celebró audiencia preparatoria de

juicio el 9 de julio de 2024, la que se postergó por suspensión del procedimiento,

de acuerdo con los dispuesto por el  artículo 64 inciso segundo del Código de

Procedimiento Civil.

4.- Se reanudó la preparación de juicio el 5 de marzo del año en curso,

oportunidad en que la víctima y su curadora ad litem persistieron en su intención

de no continuar el proceso, manifestando esta última que se ha entrevistado con

don  [Esteban] y  que  no  se  vislumbran  problemas mentales,  insistiendo  en su

voluntad de no ratificar la denuncia.

Sobre la base de estos antecedentes la judicatura del fondo desestimó la

demanda teniendo presente lo dispuesto en el artículo 100 inciso segundo de la

Ley  N°19.968,  para  lo  cual  consideraron  los  elementos  de  juicio  reunidos,  la

opinión de la consejera técnico, para quien, don [Esteban] no se encuentra en

situación  de  riesgo,  la  voluntad  expresada  por  el  presunto  ofendido  y  por  su

representante, que no ratificó los hechos contenidos en la demanda.

Tercero:  Que dichos presupuestos fácticos resultan inamovibles en sede

de casación según se desprende de lo que dispone el artículo 785 del Código de

Procedimiento Civil, salvo que se acuse y acredite vulneración de lo que dispone

el artículo 32 de la Ley N° 19.968,  que ordena apreciar la prueba conforme a las

reglas  de la  sana crítica;  concepto  que está compuesto  de dos elementos:  la

lógica,  conformada  por  “reglas  universales  establecidas  y  permanentes  en  el



tiempo propias de la razón humana y que conducen a una conclusión o, en lo

fundamental, a la emisión de un juicio”, y a las máximas de experiencia a las que

el juzgador consciente o inconscientemente recurre; debiendo entenderse por tal,

según la doctrina, como  “el conjunto de juicios fundados sobre la observación de

lo  que  ocurre  comúnmente  y  que  pueden  formularse  en  abstracto  por  toda

persona  de  nivel  mental  medio”.  A  dichos  elementos  debe  agregarse  los

conocimientos científicamente afianzados.

En consecuencia, para que prospere el recurso de casación en el fondo que

se funda en la incorrecta aplicación de la citada disposición, que autorizaría alterar

los  hechos  asentados  en  la  sentencia  que  se  impugna,  es  menester  que  se

indique cuál de los elementos que componen el referido sistema de valoración de

la  prueba  fue  infringido  y  cómo  esta  se  verifica  en  los  razonamientos  de  la

decisión; sin embargo,  de la lectura de los recursos se aprecia que no se dio

cumplimiento  a  lo  señalado  y  que,  en  definitiva,  sólo  se  impugna  el  proceso

intelectual de ponderación de los antecedentes reunidos hasta esa etapa procesal,

lo que escapa al control de casación.

 Cuarto: Además, no se denunció como infringido el artículo 100 de la Ley

de Tribunales de Familia que fue la disposición que facultó a la judicatura para

poner  término al  litigio  en  esa etapa tramitación,  por  permitírselo  así  el  inciso

segundo del citada precepto, toda vez que advirtió concurrentes los elementos de

juicio suficientes para concluir la causa en la audiencia de preparación luego de oír

a la curadora ad litem y constatar que el presunto ofendido no se encontraba en

situación de riesgo, coligiendo de lo expuesto y observado, que el deseo de aquél

era el de finalizarla.

Quinto: Al  respecto,  cabe  tener  presente  que  don [Esteban]  solicitó  en

forma  expresa  y  reiterada  concluir  el  procedimiento  y,  a  diferencia  del

planteamiento  propuesto  por  los  recurrentes,  para  ponerle  término  por

“requerimiento” del presunto ofendido basta con que sea “solicitado, pretendido o

explicado”  (cuarta  acepción del  Diccionario  de la  Real  Academia Española;  en

igual sentido el Diccionario Panhispánico que define requerir como “necesitar algo,

pedir algo a alguien, especialmente cuanto se tiene autoridad o legitimidad para

ello”). En tal sentido, los elementos de juicio referidos en el motivo segundo de

este  fallo  llevan  a  colegir,  prima  facie,  la  innecesaria  continuación  del

procedimiento, más aún si se considera la solicitud realizada por la curadora  ad

litem, quien fue enfática en pedir el rechazo de la denuncia. 



Los razonamientos expuestos guardan coherencia con lo dispuesto en la

Convención Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de las

Personas Mayores, que en su artículo 7 obliga a los Estados Partes a reconocer el

derecho de la persona mayor a tomar decisiones, a la definición de su plan de

vida, a desarrollar una vida autónoma e independiente, conforme a sus tradiciones

y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer de mecanismos para poder

ejercer sus derechos; debiendo implementar los programas, políticas o acciones

para facilitar y promover el pleno goce de estos derechos por la persona mayor,

propiciando su autorrealización, el  fortalecimiento de todas las familias,  de sus

lazos familiares y sociales, y de sus relaciones afectivas; asegurando en especial

el respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así

como a su independencia en la realización de sus actos. 

Por  su parte,  el  artículo  31 de la  citada Convención garantiza al  adulto

mayor el acceso a la justicia, precisando que tiene derecho a ser oído con las

debidas  garantías  y  dentro  de  un  plazo  razonable  por  un  juez  o  tribunal

competente,  independiente  e  imparcial,  establecido  con anterioridad por  la  ley

para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal

o de cualquier otro carácter; obligando a los Estados Partes a asegurar que la

persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con

las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento en todos los

procesos judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas.  

Sexto: En consecuencia, el artículo 100 inciso segundo de la Ley N°19.968

fue  correctamente  aplicado  al  caso  concreto,  pues  analizado  en  el  contexto

descrito e interpretado en armonía con los preceptos citado de la Convención,

permite inferir que el señor [Esteban] manifestó libremente su voluntad -lo que fue

ratificado por  su  representante  legal-  ejerciendo su  derecho a  ser  oído,  como

persona capaz jurídicamente, lo cual fue ponderado por la magistratura, sin que se

adviertan riesgos que obliguen a su amparo. 

Séptimo: Conforme se viene razonando, se debe colegir que la decisión

recurrida es producto de una correcta aplicación de las normas sustantivas cuya

vulneración se acusó, puesto que rechazó la denuncia al no existir antecedentes

de  alguna  de  las  situaciones  previstas  en  el  artículo  5°  de  la  Ley  N°20.066,

haciendo aplicación de una disposición que así lo autorizaba, la cual tampoco se

denunció vulnerada, razón que lleva a desestimar el recurso deducido.



Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en

los artículos 764 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, se rechazan los

recursos  de  casación  en  el  fondo  deducidos  por  los  demandantes  contra  la

sentencia de trece de agosto de dos mil veinticinco, dictada por una sala de la

Corte de Apelaciones de Santiago.

Redacción a cargo de la ministra señora Jessica González Troncoso.

Regístrese y devuélvanse.

Rol N°38.704-2025.-

Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por  las ministras

señoras Andrea Muñoz S., Jessica González T., Mireya López M., y las abogadas

integrantes  señoras  Leonor  Etcheberry  C.,  y  Fabiola  Lathrop  G.  No  firma  la

Abogada Integrante señora Lathrop, no obstante haber concurrido a la vista y al

acuerdo de la causa, por estar ausente. Santiago, diecinueve de noviembre de dos

mil veinticinco. 


